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Buenos dias,  
 
Se remite contestación de demanda, escritura pública, sustitución de poder, historia laboral y expediente 
administrativo.  
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Señores 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CESAR 
Mg. José Antonio Aponte Olivella 
E. S. D. 
 
REF: ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: ALVARO RAFAEL RAMIREZ GUERRA 
DEMANDADA: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES 
RADICACIÓN: 2019-00450 
 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA 
 
EDUARDO MOISES BLANCHAR DAZA, mayor de edad, identificado con C.C. 1.065.659.633 de 
Valledupar, abogado en ejercicio con T.P. No. 266.994 del C.S. de la J., actuando en nombre y 
representación judicial de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
COLPENSIONES, tal como consta en el poder que anexo, mediante la presente, y estando dentro 
del término de ley para hacerlo, presento CONTESTACION DE LA DEMANDA, con fundamento 
en las siguientes consideraciones de orden legal, doctrinario, jurisprudencia y probatorio:  
 

NATURALEZA JURIDICA DE LA DEMANDADA, REPRESENTACION LEGAL Y DOCIMICILIO 
 

La Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES-, es una empresa industrial y 
comercial del estado del orden nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa y 
patrimonio independiente, vinculada al Ministerio de la Protección Social, organizada como entidad 
financiera de carácter especial, cuyo objeto consiste en la administración estatal del régimen de 
prima media con prestación definida incluyendo la administración de los beneficios económicos 
periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 de 2005 modificatorio del artículo 48 de la Constitución 
Política, de acuerdo con lo que establezca la ley que los desarrolle. 
 
La representación legal la ejerce el Dr. Mauricio Olivera González quien obra en su calidad de 
presidente según consta en el acuerdo N° 0054 del 12 de agosto del 2013 y acta de posesión N° 
1279 del 13 de agosto del 2013.  
 
A partir del 1 de octubre de 2012 Colpensiones inició operaciones como Administradora del Régimen 
de Prima Media con Prestación Definida de conformidad con el Decreto 2011 de 2012. 
 

PRONUNCIAMIENTO DE LOS HECHOS: 
 

1. Es cierto que el demandante nació el 24 de octubre de 1948, tal y como consta en el documento de 
identificación.  

2. Es cierto que el demandante cumplió 55 años de edad el 24 de octubre de 2003. 
3. Es cierto que el demandante laboro para la Contraloría General de la republica desde el 15 de mayo 

de 1978 hasta el 30 de septiembre de 1993.  
4. Es cierto que el Instituto de los Seguros Sociales - ISS mediante resolución 1236 de 2009 negó el 

reconocimiento y pago de la pensión de vejez del demandante.  
5. Es cierto que el Instituto de los Seguros Sociales - ISS mediante Resoluciones 2380 del 22 de abril 

de 2010 y Resolución 524 del 10 de mayo de 2010, desato los recursos de reposición y en subsidio 
apelación presentado por el demandante, confirmando en todas y cada una de sus partes la 
resolución 1236 del 24 de febrero de 2009. 

6. Es cierto que la Administradora Colombiana de Pensiones mediante resolucion GNR 202332 del 08 
de agosto de 2013 da cumplimiento al fallo judicial proferido por Juzgado Tercero Laboral Del Circuito 
De Valledupar Cesar el 28 de noviembre de 2011 y, en consecuencia,  reconoce y ordena el pago 
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de una pensión de vejez a favor del señor RAMIREZ GUERRA ALVARO RAFAEL, en cuantía inicial 
de $566.700.00 efectivo a partir del 01 de marzo de 2012, junto con un retroactivo por el valor 
correspondiente de $11.681.419.  

7. Es cierto que el demandante el día 27 de abril de 2018 solicitó ante la Administradora Colombiana 
de Pensiones reliquidación de la pensión de vejez.  

8. Es cierto que la Administradora Colombiana de Pensiones mediante resolución SUB 125602 del 09 
de mayo de 2018 negó la reliquidación de la pensión de vejez toda vez que la prestación que le fue 
reconocida se dio por estricto cumplimiento a un fallo judicial. 

9. Es cierto que el día 06 de julio de 2018 el demandante inconforme con la decisión interpuso recurso 
de reposición y en subsidio apelación contra la resolución SUB 125602 del 09 de mayo de 2018.  

10. Es cierto que la Administradora Colombiana de Pensiones mediante resolución SUB 188432 del 16 
de julio de 2018 rechazó por extemporáneo el recurso de reposición y en subsidio de apelación y en 
consecuencia negó la reliquidación de la pensión de vejez solicitada toda vez que la prestación que 
le fue reconocida se dio por estricto cumplimiento a un fallo judicial. 

11. Es cierto que el día 19 de diciembre de 2018 el demandante presento nuevamente solicitud para la 
reliquidación de la pensión de jubilación por aportes reconocida mediante sentencia judicial proferida 
por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Valledupar.  

12. Es cierto que la Administradora Colombiana de Pensiones mediante Resolución SUB 87965 del 11 
de abril de 2019 negó la reliquidación de la pensión de vejez.  

13. Es cierto que el demandante inconforme con la decisión interpuso recurso de reposición y en 
subsidio apelación en contra de la resolución anteriormente en mención.  

14. Es cierto que la Administradora Colombiana de Pensiones mediante resolución SUB 175441 del 5 
de julio de 2019, resolvió recurso de reposición confirmando en todas y cada una de sus partes la 
resolución anteriormente en mención.  

15. No me consta por cuanto no existe prueba dentro del expediente que acredite tal afirmación, motivo 
por el cual nos atenemos a lo que resulte probado dentro del proceso.  

16. No me consta por cuanto no se trata de un hecho sino de una apreciación subjetiva que carece de 
fundamento de hecho y de derecho que acredite tal afirmación, motivo por el cual nos atenemos a 
lo que resulte probado dentro del proceso.  

17. No me consta por cuanto no se trata de un hecho sino de una apreciación subjetiva que carece de 
fundamento de hecho y de derecho que acredite tal afirmación, motivo por el cual nos atenemos a 
lo que resulte probado dentro del proceso.  

18. No me consta por cuanto no se trata de un hecho sino de una apreciación subjetiva que carece de 
fundamento de hecho y de derecho que acredite tal afirmación, motivo por el cual nos atenemos a 
lo que resulte probado dentro del proceso.     
 

EN CUANTO A LAS PRETENSIONES 
 

1. Me opongo a la pretensión tendiente a que se declare la nulidad de la resolución 1236 del 24 de 
febrero de 2009 proferida por el ISS, toda vez que se encuentra ajustada a derecho.  
 
Al demandante no le asiste derecho a pretender la prestación económica, por no reunir los requisitos 
establecidos en la ley por lo que no resulta procedente declarar la nulidad de las resolución objeto 
del presente medio de control por no haberse configurado causal para ello, pues no se configuran 
los supuestos de hecho que contempla la norma para que proceda su nulidad, ya que estas fueron 
expedidas conforme a las normas vigentes y aplicables al caso en concreto, presunción de legalidad 
que reviste los actos administrativos. 
 

2. Me opongo a la pretensión tendiente a que se declare la nulidad de la resolución 2380 de 22 de abril 
de 2010 y resolución 524 del 10 de mayo de 2010, proferida por el ISS, toda vez que se encuentra 
ajustada a derecho.  
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Al demandante no le asiste derecho a pretender la prestación económica, por no reunir los requisitos 
establecidos en la ley por lo que no resulta procedente declarar la nulidad de las resolución objeto 
del presente medio de control por no haberse configurado causal para ello, pues no se configuran 
los supuestos de hecho que contempla la norma para que proceda su nulidad, ya que estas fueron 
expedidas conforme a las normas vigentes y aplicables al caso en concreto, presunción de legalidad 
que reviste los actos administrativos. 
 

3. Me opongo a la pretensión tendiente a que se declare la nulidad de la resolución GNR 202332 del 
08 de agosto de 2013 proferida por la Administradora Colombiana de Pensiones, mediante le cual 
se da cumplimiento al fallo judicial proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de 
Valledupar – Cesar que reconoce y ordena el pago de una pensión de vejez, toda vez que se 
encuentra ajustada a derecho.  
 
En la presente resolución la Administradora Colombiana de Pensiones tuvo en cuenta que el 
demandante acreditara un total de 8672 días laborados, correspondientes a 1283 semanas 
cotizadas.  
 
Que para el financiamiento de la prestación del asegurado procedió el trámite de liquidación y cobro 
de BONO PENSIONAL TIPO B por el tiempo laborado al servicio del estado con anterioridad a la 
Ley 100 de 1993, de conformidad con la normatividad contenida en los Decretos 1748 de 1995, 1474 
de 1997, 1513 de 1998 y el Decreto 13 de 2001. 
 
En consecuencia, el reconocimiento de la prestación se efectuó por el Valor mesada a 1 de marzo 
de 2012 = $566,700 y un retroactivo de $11.681.419 dando cabal cumplimiento fallo judicial proferido 
por el día 28 de noviembre de 2011 por el Juzgado Tercero Labora del Circuito de Valledupar.  
 
Desde luego, la Administradora Colombiana de Pensiones al momento de reconocer la prestación 
lo hizo teniendo en cuenta las normas orden legal y jurisprudencial que se ordenaron en la sentencia 
razón por la cual la resolución se encuentra ajustada a derecho.  
 

4. Me opongo a la pretensión tendiente a que se declare la nulidad de la resolución SUB 125602 del 
09 de mayo de 2018 proferida por la Administradora Colombiana de Pensiones, por medio del cual 
se niega la reliquidación de la pensión de vejez, toda vez que se encuentra ajustada a derecho.  
 
Al demandante no le asiste derecho a pretender la prestación económica, por no reunir los requisitos 
establecidos en la ley por lo que no resulta procedente declarar la nulidad de las resolución objeto 
del presente medio de control por no haberse configurado causal para ello, pues no se configuran 
los supuestos de hecho que contempla la norma para que proceda su nulidad, ya que estas fueron 
expedidas conforme a las normas vigentes y aplicables al caso en concreto, presunción de legalidad 
que reviste los actos administrativos. 
 

5. Me opongo a la pretensión tendiente a que se declare la nulidad de la resolución SUB 188432 del 
16 de julio de 2018 proferida por la Administradora Colombiana de Pensiones, por medio del cual se 
rechaza por extemporáneo el recurso interpuesto por el demandante y a su vez se niega la 
reliquidación de la pensión de vejez, toda vez que se encuentra ajustada a derecho.  
 
Al demandante no le asiste derecho a pretender la prestación económica, por no reunir los requisitos 
establecidos en la ley por lo que no resulta procedente declarar la nulidad de las resolución objeto 
del presente medio de control por no haberse configurado causal para ello, pues no se configuran 
los supuestos de hecho que contempla la norma para que proceda su nulidad, ya que estas fueron 
expedidas conforme a las normas vigentes y aplicables al caso en concreto, presunción de legalidad 
que reviste los actos administrativos. 
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6. Me opongo a la pretensión tendiente a que se declare la nulidad de la resolución SUB 87965 del 11 
de abril de 2019 proferida por la Administradora Colombiana de Pensiones, por medio del cual se 
niega la reliquidación de la pensión de vejez, toda vez que se encuentra ajustada a derecho.  

Al demandante no le asiste derecho a pretender la prestación económica, por no reunir los requisitos 
establecidos en la ley por lo que no resulta procedente declarar la nulidad de las resolución objeto 
del presente medio de control por no haberse configurado causal para ello, pues no se configuran 
los supuestos de hecho que contempla la norma para que proceda su nulidad, ya que estas fueron 
expedidas conforme a las normas vigentes y aplicables al caso en concreto, presunción de legalidad 
que reviste los actos administrativos. 
 

7. Me opongo a la pretensión tendiente a que se declare la nulidad de la resolución SUB 175441 el 05 
de julio del 2019, proferida por la Administradora Colombiana de Pensiones, por medio del cual se 
resuelve recurso de reposición, toda vez que se encuentra ajustada a derecho.  

Al demandante no le asiste derecho a pretender la prestación económica, por no reunir los requisitos 
establecidos en la ley por lo que no resulta procedente declarar la nulidad de las resolución objeto 
del presente medio de control por no haberse configurado causal para ello, pues no se configuran 
los supuestos de hecho que contempla la norma para que proceda su nulidad, ya que estas fueron 
expedidas conforme a las normas vigentes y aplicables al caso en concreto, presunción de legalidad 
que reviste los actos administrativos. 
 

8. Me opongo a la pretensión tendiente a que se declare la nulidad de la resolución DPE 7811 del 13 
de agosto del 2019, proferida por la Administradora Colombiana de Pensiones, por medio del cual 
se resuelve recurso de apelación, toda vez que se encuentra ajustada a derecho.  

Al demandante no le asiste derecho a pretender la prestación económica, por no reunir los requisitos 
establecidos en la ley por lo que no resulta procedente declarar la nulidad de las resolución objeto 
del presente medio de control por no haberse configurado causal para ello, pues no se configuran 
los supuestos de hecho que contempla la norma para que proceda su nulidad, ya que estas fueron 
expedidas conforme a las normas vigentes y aplicables al caso en concreto, presunción de legalidad 
que reviste los actos administrativos. 
 

9. Me opongo a que se ordene a la Administradora Colombiana de Pensiones re liquidar la pensión de 
vejez teniendo en cuenta lo contemplado en el decreto 989 de 1976 con el 75% del promedio de los 
factores salariales devengados durante el último semestre, con base en las siguientes 
consideraciones.  

Al demandante no le asiste a que se re liquide la pensión de vejez de conformidad con el decreto 
989 de 1976 por cuanto no se encuentra acreditados los requisitos para tal fin.  
 
El artículo 7 del decreto 929 de 1976 señaló: ”Los funcionarios y empleados de la Contraloría General 
tendrán derecho, al llegar a los 55 años de edad, si son hombres y de 50 si son mujeres, y cumplir 20 años 
de servicio continuo o discontinuo, anteriores o posteriores a la vigencia de este Decreto, de los cuales por 
lo menos diez lo hayan sido exclusivamente a la Contraloría General de la República a una pensión ordinaria 
vitalicia de jubilación equivalente al 75% del promedio de los salarios devengados durante el último 
semestre.” 
 
Ahora revisada la historia laboral del demandante laboró para la Contraloría General de la Nación 
desde el 15 de mayo de 1978 hasta el 30 de septiembre de 1993 acreditando un total de 5536 días 
laborados.   
 
Del articulo anteriormente en mención se infiere, sin lugar a dudas, que el régimen especial allí 
contenido se aplica a los empleados que cumplan 20 años de servicios del estado, situación que en 



SOLUCIONES JURIDICAS DE LA COSTA S.A.S 
NIT 900.616.392-1  

ASESORÍAS EMPRESARIALES, REPRESENTACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL 

CEL. 3126979151, EMAIL: solucionescolpensiones@hotmail.com 

 

este caso no se presenta por cuanto solo laboró al servicio del estado 15 años de servicios, por tal 
razón el reconocimiento de la prestación efectuado por la sentencia proferida por el JUZGADO 
TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE VALLEDUPAR el 28 de noviembre de 2011 que ordenó 
el reconocimiento de la pensión de jubilación por aportes se encuentra ajustada a derecho. 
 

10. Me opongo a que se ordene a la Administradora Colombiana de Pensiones a pagar el valor pensional 
que corresponda teniendo en cuenta la asignación más elevada durante el último año de servicios, 
con base en las siguientes consideraciones. 
 
En el presente asunto no es procedente la liquidación de la prestación de conformidad con lo 
devengado durante el último año de servicio por cuanto es necesario que mencionar que se debe 
tener en cuenta el artículo 36 de la ley 100 de 1993 y se le debe de dar aplicación a lo establecido 
en la sentencia SU 230 DE 2015, SU 395 de 2017 Y SU DEL 28 DE AGOSTO DE 2018.  
 
Así las cosas, es necesario tener en cuenta lo decidido por el Consejo de Estado - Sala Plena de lo 
Contencioso Administrativo a través de sentencia de Unificación fechada el veintiocho (28) de agosto 
de dos mil dieciocho (2018), Expediente: 52001-23-33-000-2012-00143-01, por la cual sentó 
jurisprudencia frente a la interpretación del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que consagra el 
régimen de transición pensional, disponiendo que: “1. El Ingreso Base de Liquidación del inciso 
tercero del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 hace parte del régimen de transición para aquellas 
personas beneficiarias del mismo que se pensionen con los requisitos de edad, tiempo y tasa de 
reemplazo del régimen general de pensiones previsto en la Ley 33 de 1985. (..) 3. Los factores 
salariales que se deben incluir en el IBL para la pensión de vejez de los servidores públicos 
beneficiarios de la transición son únicamente aquellos sobre los que se hayan efectuado los aportes 
o cotizaciones al Sistema de Pensiones.” 
 
Recientemente en la sentencia de unificación del 28 de agosto de 2018, con ponencia del Consejero 
César Palomino Cortés, expediente radicado 52001-23-33-000-2012-00143-01, fijó la regla 
jurisprudencial sobre el IBL en el régimen de transición, en el sentido de aclarar que el IBL del inciso 
3.° del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 forma parte del régimen de transición para aquellas 
personas beneficiarias del mismo que se pensionen con los requisitos de edad, tiempo y tasa de 
reemplazo del régimen 
 
Para el efecto, se fijaron dos subreglas, la primera de ellas consiste en el período que debe tenerse 
en cuenta al liquidar la pensión y, la segunda, en los factores que deben incluirse en el IBL para la 
pensión de vejez de los servidores públicos beneficiarios del régimen de transición. 
 
Específicamente, en lo que tiene que ver con el período computable en la liquidación pensional se 
dijo que:  
 
- Si faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho a la pensión, el IBL será (i) el promedio 
de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o (ii) el cotizado durante todo el tiempo, 
el que fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del IPC, según certificación 
que expida el DANE. 
 
- Si faltare más de diez (10) años, el IBL será el promedio de los salarios o rentas sobre los cuales 
ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, 
actualizados anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor, según 
certificación que expida el DANE. 
 



SOLUCIONES JURIDICAS DE LA COSTA S.A.S 
NIT 900.616.392-1  

ASESORÍAS EMPRESARIALES, REPRESENTACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL 

CEL. 3126979151, EMAIL: solucionescolpensiones@hotmail.com 

 

Y en lo concerniente a los factores salariales se advirtió que únicamente deberán incluirse en la 
liquidación pensional aquellos sobre los que se hayan efectuado los aportes o cotizaciones al 
sistema de pensiones. 
 
Antes de la expedición de la ley 100 de 1993 no había un sistema integral de pensiones, sino que 
coexistían múltiples regímenes, administrados por distintas entidades de seguridad social. 
 
Con el propósito de combatir esa desarticulación entre los distintos modelos y regímenes 
pensionales, en desarrollo de los principios de universalidad, eficiencia y solidaridad que rigen la 
seguridad social y que fueron acogidos por el constituyente de 1991 se expidió la ley 100 de 1993. 
 
Con tales propósitos, se implementaron nuevos requisitos para el reconocimiento de la pensión de 
vejez, se establecieron reglas sobre el cálculo de semanas de cotización y se creó un régimen de 
transición con el fin de respetar las expectativas legítimas. 
 
El artículo 36 de la Ley 100 de 1993 ofreció a los afiliados que se encontraban próximos a la 
consolidación de su derecho pensional, beneficios que implicaban el efecto ultractivo de los 
requisitos de edad, número de semanas o tiempo de servicio y monto del régimen al cual estaban 
vinculados al momento de la entrada en vigencia del nuevo sistema general de pensiones. 
 
Respecto de los dos primeros presupuestos (edad y tiempo) no ha habido mayor dificultad en su 
interpretación. Sin embargo, frente al tercero de ellos, esto es, “el monto”, cabe decir que ha sido 
objeto de amplios debates a nivel doctrinario y jurisprudencial, pues no ha sido uniforme el criterio 
 
En la Sentencia SU-395 de 2017 de la Corte Constitucional se consideró que a los beneficiarios del 
régimen de transición pensional se les debe aplicar el ingreso base de liquidación de sus pensiones, 
como regla general, con base en el promedio de los salarios o rentas de cotización de los diez años 
anteriores al reconocimiento pensional. Este criterio implica que la Corte Constitucional rechaza 
formalmente la postura que en forma invariable desde la Ley 100 de 1993 venía sosteniendo el 
Consejo de Estado 
 
En segundo lugar, la Corte Constitucional resaltó que la liquidación de pensiones de los regímenes 
especiales (como es el caso de la Contraloría General, Rama Judicial) no puede incluir todos los 
factores salariales sino únicamente los que sean remunerativos del servicio y determinado en la ley 
(Decreto 1158 de 1994)  como factor de cotización pensional en su vida laboral 
 
Se indica además que de acuerdo con lo expresamente establecido por el legislador en el artículo 
36 de la Ley 100 de 1993, por el Constituyente en el Acto Legislativo 01 de 2005, así como con los 
principios de eficiencia del Sistema de Seguridad Social, correspondencia entre lo cotizado y lo 
liquidado, y el alcance y significado del régimen de transición, la interpretación constitucionalmente 
admisible es aquella según la cual el monto de la pensión se refiere al porcentaje aplicable al IBL, y, 
por tanto, el régimen de transición no reconoce que continúan siendo aplicables ni el IBL ni los 
factores salariales previstos con anterioridad a la Ley 100 de 1993 
 
En esencia La Corte Constitucional en la Sentencia SU-395 de 2017 consideró que a los 
beneficiarios del régimen de transición pensional se les debe aplicar el ingreso base de liquidación 
de sus pensiones, como regla general, con base en el promedio de los salarios o rentas de cotización 
de los diez años anteriores al reconocimiento pensional.  
 
Este criterio implica que la Corte Constitucional rechaza formalmente la postura que en forma 
invariable desde la Ley 100 de 1993 venía sosteniendo el Consejo de Estado. 
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La Corte Constitucional estima que las providencias del Consejo de Estado que establecían la 
liquidación de las pensiones con base en los factores salariales del último año de servicios, 
incurrieron en defecto sustantivo y violación directa de la Constitución.  
 
Así mismo la sentencia SU -395  DEL 22 DE JUNIO DE 2017, EXPEDIENTE T – 3358903AC, M.P. 
LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ EXPEDIDA POR LA CORTE CONSTITUCIONAL señaló 
que al ordenar la liquidación con el 75% de todo lo devengado en el último año de servicios se incurre 
en un defecto sustantivo y en vulneración directa de la Constitución, porque el ingreso base de 
liquidación no podía ser incluido junto con la edad, el tiempo de servicios cotizados ni la tasa de 
reemplazo, como parte de los beneficios ofrecidos por el régimen especial aplicable (T-3358979), 
así como tampoco podía entenderse que los conceptos monto pensional o tasa de reemplazo fuesen 
equivalentes al ingreso base de liquidación, pues éste último corresponde a los salarios devengados 
por el trabajador o a la base sobre la cual ha efectuado sus aportes al sistema, además de que el 
periodo por liquidar es el tiempo faltante al afiliado para adquirir el derecho, esto es, el transcurrido 
entre la fecha de vigencia de la Ley 100 de 1993 y la fecha en que se adquirió el derecho a la 
pensión, o el promedio de los 10 años anteriores a la fecha de su adquisición, actualizado 
anualmente con el índice de precios al consumidor certificado por el DANE (expediente T-3364831). 
 
En esta sentencia La Sala Plena de la Corte Constitucional se pronunció en relación con cinco 
acciones de tutela promovidas en su momento por la Caja Nacional de Previsión Social -Cajanal 
E.I.C.E liquidada-, el Instituto de Seguros Sociales -I.S.S. liquidado- y varios ciudadanos, contra el 
Consejo de Estado, -Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda-, a propósito de las 
decisiones adoptadas por esa corporación judicial, en el marco de procesos de nulidad y 
restablecimiento del derecho, de ordenar que, para efectos de determinar la base de liquidación en 
el régimen de transición de las pensiones de vejez y de jubilación, debía tomarse en cuenta el 
promedio de la totalidad de factores constitutivos de salario devengados durante el último año de 
servicios, previstos en regímenes especiales anteriores a la Ley 100 de 1993. 
 
En ese contexto, se planteó la existencia de tres problemas jurídicos relevantes que debían 
dilucidarse conforme a las especificidades ofrecidas en cada uno de los casos concretos. En primer 
lugar, le correspondió precisar si la bonificación especial o quinquenio como factor salarial para 
funcionarios de la Contraloría General de la República debía computarse en su totalidad o de forma 
proporcional como base integrante del monto pensional. En segundo término, identificó la necesidad 
de referirse al ingreso base de liquidación (IBL) y si tal concepto debía incluirse o no dentro de los 
parámetros aplicables al reconocimiento de las pensiones regidas por normas anteriores a la Ley 
100 de 1993 en virtud del régimen de transición. En tercer y último lugar, debió establecer si el 
régimen de transición pensional permitía la aplicación del concepto de monto pensional del régimen 
especial anterior con la inclusión de la totalidad de los factores salariales devengados en el último 
año de servicios. 
 
Examinadas estas aproximaciones en contraste con la jurisprudencia constitucional elaborada en la 
materia, la Sala Plena consideró en términos generales que, de conformidad con lo decidido en las 
Sentencias C-168 de 1995 y C-258 de 2013, a los beneficiarios del régimen de transición se les debe 
aplicar el ingreso base de liquidación (IBL) establecido en el artículo 21 y el inciso 3º del artículo 36 
de la Ley 100 de 1993, es decir, el que corresponde al promedio de los salarios o rentas sobre los 
cuales ha cotizado el afiliado durante los diez años anteriores al reconocimiento pensional, debido a 
que es la interpretación normativa que mejor se ajusta a los principios constitucionales de equidad, 
eficiencia y solidaridad del artículo 48 Superior, a la cláusula de Estado Social de Derecho, y que 
evita los posibles casos de evasión y fraude al sistema. En ese contexto, resaltó que la liquidación 
de pensiones de regímenes especiales no puede incluir todos los factores salariales, en tanto solo 
deben incorporarse aquellos que sean directamente remunerativos del servicio sobre los cuales los 
beneficiarios hayan realizado los correspondientes aportes. Interpretación que, según pudo 
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constatarse, ha sido reafirmada por la propia Corte Constitucional en las providencias T-078 de 2014, 
A-326 de 2014, SU-230 de 2015, T-060 de 2016, SU-427 de 2016 y SU-210 de 2017, en las que se 
ha dejado en claro que el modo de promediar la base de liquidación no puede ser la estipulada en 
la legislación anterior, en razón a que el régimen de transición solo comprende los conceptos de 
edad, monto y semanas de cotización y excluye el ingreso base de liquidación. 
 
De manera pues que, con base en tales reglas, concluyó que la autoridad judicial accionada, por 
medio de las providencias objeto de reproche, había incurrido en un defecto sustantivo y en 
vulneración directa de la Constitución, no solo por cuanto la bonificación especial o quinquenio debía 
calcularse proporcionalmente para efectos de determinar la base de liquidación pensional 
(expedientes T-3358903 y T-3364917), sino porque el ingreso base de liquidación no podía ser 
incluido junto con la edad, el tiempo de servicios cotizados ni la tasa de reemplazo, como parte de 
los beneficios ofrecidos por el régimen especial aplicable (T-3358979), así como tampoco podía 
entenderse que los conceptos monto pensional o tasa de reemplazo fuesen equivalentes al ingreso 
base de liquidación, pues éste último corresponde a los salarios devengados por el trabajador o a la 
base sobre la cual ha efectuado sus aportes al sistema, además de que el periodo por liquidar es el 
tiempo faltante al afiliado para adquirir el derecho, esto es, el transcurrido entre la fecha de vigencia 
de la Ley 100 de 1993 y la fecha en que se adquirió el derecho a la pensión, o el promedio de los 10 
años anteriores a la fecha de su adquisición, actualizado anualmente con el índice de precios al 
consumidor certificado por el DANE (expediente T-3364831). 
 
Es claro entonces que la interpretación correcta que debe dársele al art. 36 de la Ley 100 de 1993 
es la planteada por la Corte Constitucional en el sentido que al ordenarse la liquidación con el 75% 
de todo lo devengado en el último año de servicios se incurre en un defecto sustantivo y en 
vulneración directa de la Constitución, porque el ingreso base de liquidación no podía ser incluido 
junto con la edad, el tiempo de servicios cotizados ni la tasa de reemplazo, como parte de los 
beneficios ofrecidos por el régimen especial aplicable (T-3358979), así como tampoco podía 
entenderse que los conceptos monto pensional o tasa de reemplazo fuesen equivalentes al ingreso 
base de liquidación, pues éste último corresponde a los salarios devengados por el trabajador o a la 
base sobre la cual ha efectuado sus aportes al sistema, además de que el periodo por liquidar es el 
tiempo faltante al afiliado para adquirir el derecho, esto es, el transcurrido entre la fecha de vigencia 
de la Ley 100 de 1993 y la fecha en que se adquirió el derecho a la pensión, o el promedio de los 10 
años anteriores a la fecha de su adquisición, actualizado anualmente con el índice de precios al 
consumidor certificado por el DANE (expediente T-3364831). 
 
Teniendo en cuenta los argumentos jurídicos anteriormente expuestos las prestaciones reconocidas 
a la fecha solo pueden ser reliquidada con el promedio de lo devengado durante los últimos 10 años 
y los factores salariales establecidos en el decreto 1158 de 1994.  
 
Los cuales se encuentra taxativamente señalados en la norma de la siguiente forma:  
 
“(...) El salario mensual base para calcular las cotizaciones al Sistema General de Pensiones de los 
servidores públicos incorporados al mismo, estará constituido por los siguientes factores: 
a) La asignación básica mensual 
b) Los gastos de representación 
c) La prima técnica, cuando sea factor de salario 
d) Las primas de antigüedad, ascensional y de capacitación cuando sean factor de salario. 
e) La remuneración por trabajo dominical o festivo 
f) La remuneración por trabajo suplementario o de horas extras, o realizado en jornada 
nocturna 
g) La bonificación por servicios prestados (...)”. 
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Al respecto al no observarse dentro del expediente que el demandante haya acreditado los factores 
salariales señalados en el decreto anteriormente en mención no resulta procedente su reliquidación. 
 

11. Me opongo, puesto que esta pretensión es accesoria de la principal y como se logrará demostrar en 
el proceso que el demandante no es titular de los derechos reclamados, por ende no será necesario 
que se dé cumplimiento al fallo dentro del término establecido en el artículo 192 del CCA.  

12. Me opongo, puesto que esta pretensión es accesoria de la principal y como se logrará demostrar en 
el proceso que el demandante no es titular de los derechos reclamados, por ende no será procedente 
el reconocimiento al pago de sumas de dinero de manera indexadas.  

13. Me opongo, por no ser el demandante titular del derecho reclamado, por ende, no es acreedor al 
reconocimiento de costas y agencias en derecho 
 

FUNDAMENTOS FACTICOS Y JURÍDICOS DE LA DEFENSA 
 

En el presente caso tenemos que la demandante acredita un total de 9,749 días laborados, 
correspondientes a 1,392 semanas. 
 
En el presente caso tenemos que la demandante acredita un total de 8672 días laborados, 
correspondientes a 1,238 semanas. 
 
Así mismo registra como fecha de nacimiento el 24 de octubre de 1948.  
 
Como antecedentes tenemos que la Administradora Colombiana de Pensiones mediante resolución 
GNR 202332 del 8 de agosto de 2013 dio cumplimiento al fallo judicial proferido por Juzgado Tercero 
Laboral Del Circuito De Valledupar Cesar el 28 de noviembre de 2011 y, en consecuencia, reconoce 
y ordena el pago de una pensión de vejez a favor del señor RAMIREZ GUERRA ALVARO RAFAEL, 
en cuantía inicial de $566.700.00 efectivo a partir del 01 de marzo de 2012. 
 
Que el 27 de abril de 2018 solicito ante la Administradora Colombiana de Pensiones presento 
solicitud de reliquidación de la pensión de vejez. Que mediante Resolución SUB 125602 del 9 de 
mayo de 2018, Colpensiones negó la reliquidación de la pensión de vejez solicitada por el señor 
RAMIREZ GUERRA ALVARO RAFAEL, toda vez que la pensión de vejez que le fue reconocida se 
dio pro estrictamente en cumplimiento a un fallo judicial. 
 
Que mediante Resolución SUB 87965 del 11 de abril de 2019, esta entidad, negó la reliquidación de 
la pensión de vejez solicitada por el señor RAMIREZ GUERRA ALVARO RAFAEL, toda vez que la 
pensión de vejez que le fue reconocida se dio por estrictamente en cumplimiento a un fallo judicial. 
Inconforme con la decisión interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación los cuales 
fueron resueltos mediante resolución SUB 175441 del 05 de julio de 2019 y resolución DPE 7811 de 
13 de agosto de 2019 respectivamente confirmando en todas y cada una de sus partes la resolución 
SUB 87965 del 11 de abril de 2019, quedando agotada la vía gubernativa.  
 
En el presente asunto tenemos que el demandante pretende que se reliquide la pensión de vejez de 
conformidad con lo establecido en el decreto 929 de 1976. 
 
El artículo 7 del decreto 929 de 1976 señaló: ”Los funcionarios y empleados de la Contraloría General 
tendrán derecho, al llegar a los 55 años de edad, si son hombres y de 50 si son mujeres, y cumplir 20 años 
de servicio continuo o discontinuo, anteriores o posteriores a la vigencia de este Decreto, de los cuales por 
lo menos diez lo hayan sido exclusivamente a la Contraloría General de la República a una pensión ordinaria 
vitalicia de jubilación equivalente al 75% del promedio de los salarios devengados durante el último 
semestre.” 
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Ahora revisada la historia laboral del demandante laboró para la Contraloría General de la Nación 
desde el 15 de mayo de 1978 hasta el 30 de septiembre de 1993 acreditando un total de 5536 días 
laborados.   
 
Del articulo anteriormente en mención se infiere, sin lugar a dudas, que el régimen especial allí 
contenido se aplica a los empleados que cumplan 20 años de servicios del estado, situación que en 
este caso no se presenta por cuanto solo laboró al servicio del estado 15 años de servicios, por tal 
razón el reconocimiento de la prestación efectuado por la sentencia proferida por el JUZGADO 
TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE VALLEDUPAR el 28 de noviembre de 2011 que ordenó 
el reconocimiento de la pensión de jubilación por aportes se encuentra ajustada a derecho.  
  
Que, tratándose de una sentencia judicial dentro de un proceso, que por su naturaleza es un proceso 
contencioso, es decir, donde las partes contienden o disputan un determinado derecho u obligación, 
a fin de que el operador judicial resuelva de forma definitiva a quien corresponde, no escapa a la 
órbita de los efectos de la cosa juzgada, conforme lo dispuesto en el artículo 332 del Código de 
Procedimiento Civil que se cita en su parte pertinente: “La sentencia ejecutoriada proferida en proceso 

contencioso tiene fuerza de cosa juzgada (…)” Que sobre los efectos de la misma, ya de antaño se ha 
ocupado la jurisprudencia constitucional, la cual sobre el particular ha señalado entre otras muchas cosas lo 
siguiente: “La cosa juzgada es una cualidad inherente a las sentencias ejecutoriadas, por la cual aquéllas 
resultan inmutables, inimpugnables y obligatorias, lo que hace que el asunto sobre el cual ellas deciden no 
pueda volver a debatirse en el futuro, ni dentro del mismo proceso, ni dentro de otro entre las mismas partes 
de marzo de y que persiga igual objeto. Como institución, la cosa juzgada responde a la necesidad social y 
política de asegurar que las controversias llevadas a conocimiento de un juez tengan un punto final y 
definitivo, a partir del cual la sociedad pueda asumir sin sobresaltos la decisión así alcanzada, destacándose 
la sustancial importancia para la convivencia social al brindar seguridad jurídica, y para el logro y 
mantenimiento de un orden justo, que pese a su innegable conveniencia y gran trascendencia social no tiene 
carácter absoluto. (…)” (Corte Constitucional, Sentencia C-522 del 04 de agosto de 2009, MP Nilson Pinilla 
Pinilla) 

 
Que en sentencia T-262/97 y T-553/95, se señaló “... CUMPLIMIENTO DE PROVIDENCIA JUDICIAL... 

la vigencia de un orden justo no pasaría de ser una mera consagración teórica plasmada en el preámbulo 
del estatuto superior, si las autoridades públicas y privadas, no estuvieran obligadas a cumplir íntegramente 
las providencias judiciales ejecutoriadas. Acatamiento que debe efectuarse de buena fe, lo que implica que 
el condenado debe respetar íntegramente el contenido de la sentencia, sin entrar a analizar la oportunidad, 
la conveniencia, o los intereses de la autoridad vencida dentro del proceso, a fin de modificarlo... 
Responsabilidad de los funcionarios en el cumplimiento de las providencias judiciales. El cumplimiento de 
las providencias proferidas por los jueces de la Republica no queda al arbitrio de la administración. A este le 
compete adoptar las medidas conducentes y necesarias para la inmediata ejecución de las obligaciones que 
le fueron impuestas, y así lograr la protección efectiva de los derechos – Articulo 2 superior”  
 
Que la SENTENCIA 28441-14/11/2006 - CORTE SUPREMA DE JUSTICIA SALA DE CASACION 
PENAL. Magistrado Ponente JULIO ENRIQUE SOCHA - Indica “Fundamentalmente del artículo 29 de 

la Constitución Política, como especie del debido proceso, surge el principio de cosa juzgada, que con su 
historia y actualidad se caracteriza por la inmutabilidad, definitividad, ejecutoriedad y obligatoriedad del fallo 
judicial. Este axioma, que ciertamente admite eventuales excepciones (por ejemplo, la acción de revisión y 
el principio de favorabilidad), no puede ceder ante hipótesis no previstas en la Constitución ni en la ley”. 

 
Que, por lo tanto, no es procedente que esta entidad entre a modificar o revocar lo ordenado en la 
sentencia, toda vez que de acuerdo a lo indicado en la SENTENCIA T-216/13 así: “Al incumplir una 
orden emitida dentro de un fallo judicial, se vulnera directamente los derechos constitucionales al debido 
proceso y al acceso a la administración de justicia de la persona a la cual resultó favorable la providencia. El 
incumplimiento de las providencias judiciales constituye una vulneración a los derechos constitucionales de 
quien se ve beneficiado con la decisión, específicamente al derecho fundamental al acceso a la 
administración de justicia que no se limita a garantizar el acceso a los mecanismos judiciales preestablecidos, 
sino que, contempla que las decisiones tomadas dentro de éstas sean efectivamente impartidas y cumplidas.” 



SOLUCIONES JURIDICAS DE LA COSTA S.A.S 
NIT 900.616.392-1  

ASESORÍAS EMPRESARIALES, REPRESENTACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL 

CEL. 3126979151, EMAIL: solucionescolpensiones@hotmail.com 

 

 
Que, respecto del cumplimiento de los fallos judiciales, el Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo, dispuso: Artículo 174: "Obligatoriedad de la sentencia: "Las sentencias 

ejecutoriadas serán obligatorias para los particulares y la administración, no estarán sujetas a recursos 
distintos a los establecidos en este código, y quedan sometidas a la formalidad del registro en los mismos 
casos en que la ley lo exige para las dictadas por los jueces comunes.  
 
Que conformidad con la normatividad anteriormente enunciada, para esta entidad resulta 
jurídicamente inviable, por medio del presente Acto Administrativo, desconocer o modificar lo que en 
su momento se estableció a través de los precitado fallo proferido por el JUZGADO TERCERO 
LABORAL DEL CIRCUITO DE VALLEDUPAR CESAR, al cual se le dio acatamiento mediante la 
Resolución No. GNR 202332 del 8 de agosto 2013, máxime cuando las decisiones judiciales hacen 
tránsito a cosa juzgada, la cual es una figura jurídica que propende porque dichas providencias, una 
vez proferidas dentro del proceso, con respeto de las garantías procesales establecidas, y en firme; 
se vuelvan virtualmente inmutables y gocen de la obligatoriedad del caso para todas los interesados, 
siendo estos personas naturales o jurídicas, e inclusive entidades de derecho público como es el 
caso de COLPENSIONES, las cuales por su naturaleza, están sometidas al ámbito exclusivo de lo 
que la misma ley les permita. 
 
Ahora en caso que no sea tenido lo anteriormente expuesto y proceda la liquidación de la prestación 
de conformidad con lo devengado durante el último año de servicio es necesario que mencionar que 
se debe tener en cuenta el artículo 36 de la ley 100 de 1993 y se le debe de dar aplicación a lo 
establecido en la sentencia SU 230 DE 2015, SU 395 de 2017 Y SU DEL 28 DE AGOSTO DE 2018.  
 
Así las cosas, es necesario tener en cuenta lo decidido por el Consejo de Estado - Sala Plena de lo 
Contencioso Administrativo a través de sentencia de Unificación fechada el veintiocho (28) de agosto 
de dos mil dieciocho (2018), Expediente: 52001-23-33-000-2012-00143-01, por la cual sentó 
jurisprudencia frente a la interpretación del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que consagra el 
régimen de transición pensional, disponiendo que: “1. El Ingreso Base de Liquidación del inciso tercero 
del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 hace parte del régimen de transición para aquellas personas 
beneficiarias del mismo que se pensionen con los requisitos de edad, tiempo y tasa de reemplazo del régimen 
general de pensiones previsto en la Ley 33 de 1985. (..) 3. Los factores salariales que se deben incluir en el 
IBL para la pensión de vejez de los servidores públicos beneficiarios de la transición son únicamente aquellos 
sobre los que se hayan efectuado los aportes o cotizaciones al Sistema de Pensiones.” 
 
Recientemente en la sentencia de unificación del 28 de agosto de 2018, con ponencia del Consejero 
César Palomino Cortés, expediente radicado 52001-23-33-000-2012-00143-01, fijó la regla 
jurisprudencial sobre el IBL en el régimen de transición, en el sentido de aclarar que el IBL del inciso 
3.° del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 forma parte del régimen de transición para aquellas 
personas beneficiarias del mismo que se pensionen con los requisitos de edad, tiempo y tasa de 
reemplazo del régimen 
 
Para el efecto, se fijaron dos subreglas, la primera de ellas consiste en el período que debe tenerse 
en cuenta al liquidar la pensión y, la segunda, en los factores que deben incluirse en el IBL para la 
pensión de vejez de los servidores públicos beneficiarios del régimen de transición. 
 
Específicamente, en lo que tiene que ver con el período computable en la liquidación pensional se 
dijo que:  
 
- Si faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho a la pensión, el IBL será (i) el promedio 
de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o (ii) el cotizado durante todo el tiempo, 
el que fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del IPC, según certificación 
que expida el DANE. 
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- Si faltare más de diez (10) años, el IBL será el promedio de los salarios o rentas sobre los cuales 
ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, 
actualizados anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor, según 
certificación que expida el DANE. 
 
Y en lo concerniente a los factores salariales se advirtió que únicamente deberán incluirse en la 
liquidación pensional aquellos sobre los que se hayan efectuado los aportes o cotizaciones al 
sistema de pensiones. 
 
Antes de la expedición de la ley 100 de 1993 no había un sistema integral de pensiones, sino que 
coexistían múltiples regímenes, administrados por distintas entidades de seguridad social. 
 
Con el propósito de combatir esa desarticulación entre los distintos modelos y regímenes 
pensionales, en desarrollo de los principios de universalidad, eficiencia y solidaridad que rigen la 
seguridad social y que fueron acogidos por el constituyente de 1991 se expidió la ley 100 de 1993. 
 
Con tales propósitos, se implementaron nuevos requisitos para el reconocimiento de la pensión de 
vejez, se establecieron reglas sobre el cálculo de semanas de cotización y se creó un régimen de 
transición con el fin de respetar las expectativas legítimas. 
 
El artículo 36 de la Ley 100 de 1993 ofreció a los afiliados que se encontraban próximos a la 
consolidación de su derecho pensional, beneficios que implicaban el efecto ultractivo de los 
requisitos de edad, número de semanas o tiempo de servicio y monto del régimen al cual estaban 
vinculados al momento de la entrada en vigencia del nuevo sistema general de pensiones. 
 
Respecto de los dos primeros presupuestos (edad y tiempo) no ha habido mayor dificultad en su 
interpretación. Sin embargo, frente al tercero de ellos, esto es, “el monto”, cabe decir que ha sido 
objeto de amplios debates a nivel doctrinario y jurisprudencial, pues no ha sido uniforme el criterio 
 
En la Sentencia SU-395 de 2017 de la Corte Constitucional se consideró que a los beneficiarios del 
régimen de transición pensional se les debe aplicar el ingreso base de liquidación de sus pensiones, 
como regla general, con base en el promedio de los salarios o rentas de cotización de los diez años 
anteriores al reconocimiento pensional. Este criterio implica que la Corte Constitucional rechaza 
formalmente la postura que en forma invariable desde la Ley 100 de 1993 venía sosteniendo el 
Consejo de Estado 
 
En segundo lugar, la Corte Constitucional resaltó que la liquidación de pensiones de los regímenes 
especiales (como es el caso de la Contraloría General, Rama Judicial) no puede incluir todos los 
factores salariales sino únicamente los que sean remunerativos del servicio y determinado en la ley 
(Decreto 1158 de 1994)  como factor de cotización pensional en su vida laboral 
 
Se indica además que de acuerdo con lo expresamente establecido por el legislador en el artículo 
36 de la Ley 100 de 1993, por el Constituyente en el Acto Legislativo 01 de 2005, así como con los 
principios de eficiencia del Sistema de Seguridad Social, correspondencia entre lo cotizado y lo 
liquidado, y el alcance y significado del régimen de transición, la interpretación constitucionalmente 
admisible es aquella según la cual el monto de la pensión se refiere al porcentaje aplicable al IBL, y, 
por tanto, el régimen de transición no reconoce que continúan siendo aplicables ni el IBL ni los 
factores salariales previstos con anterioridad a la Ley 100 de 1993 
 
En esencia La Corte Constitucional en la Sentencia SU-395 de 2017 consideró que a los 
beneficiarios del régimen de transición pensional se les debe aplicar el ingreso base de liquidación 
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de sus pensiones, como regla general, con base en el promedio de los salarios o rentas de cotización 
de los diez años anteriores al reconocimiento pensional.  
Este criterio implica que la Corte Constitucional rechaza formalmente la postura que en forma 
invariable desde la Ley 100 de 1993 venía sosteniendo el Consejo de Estado. 
 
La Corte Constitucional estima que las providencias del Consejo de Estado que establecían la 
liquidación de las pensiones con base en los factores salariales del último año de servicios, 
incurrieron en defecto sustantivo y violación directa de la Constitución.  
 
Así mismo la sentencia SU -395  DEL 22 DE JUNIO DE 2017, EXPEDIENTE T – 3358903AC, M.P. 
LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ EXPEDIDA POR LA CORTE CONSTITUCIONAL señaló 
que al ordenar la liquidación con el 75% de todo lo devengado en el último año de servicios se incurre 
en un defecto sustantivo y en vulneración directa de la Constitución, porque el ingreso base de 
liquidación no podía ser incluido junto con la edad, el tiempo de servicios cotizados ni la tasa de 
reemplazo, como parte de los beneficios ofrecidos por el régimen especial aplicable (T-3358979), 
así como tampoco podía entenderse que los conceptos monto pensional o tasa de reemplazo fuesen 
equivalentes al ingreso base de liquidación, pues éste último corresponde a los salarios devengados 
por el trabajador o a la base sobre la cual ha efectuado sus aportes al sistema, además de que el 
periodo por liquidar es el tiempo faltante al afiliado para adquirir el derecho, esto es, el transcurrido 
entre la fecha de vigencia de la Ley 100 de 1993 y la fecha en que se adquirió el derecho a la 
pensión, o el promedio de los 10 años anteriores a la fecha de su adquisición, actualizado 
anualmente con el índice de precios al consumidor certificado por el DANE (expediente T-3364831). 
 
En esta sentencia La Sala Plena de la Corte Constitucional se pronunció en relación con cinco 
acciones de tutela promovidas en su momento por la Caja Nacional de Previsión Social -Cajanal 
E.I.C.E liquidada-, el Instituto de Seguros Sociales -I.S.S. liquidado- y varios ciudadanos, contra el 
Consejo de Estado, -Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda-, a propósito de las 
decisiones adoptadas por esa corporación judicial, en el marco de procesos de nulidad y 
restablecimiento del derecho, de ordenar que, para efectos de determinar la base de liquidación en 
el régimen de transición de las pensiones de vejez y de jubilación, debía tomarse en cuenta el 
promedio de la totalidad de factores constitutivos de salario devengados durante el último año de 
servicios, previstos en regímenes especiales anteriores a la Ley 100 de 1993. 
 
En ese contexto, se planteó la existencia de tres problemas jurídicos relevantes que debían 
dilucidarse conforme a las especificidades ofrecidas en cada uno de los casos concretos. En primer 
lugar, le correspondió precisar si la bonificación especial o quinquenio como factor salarial para 
funcionarios de la Contraloría General de la República debía computarse en su totalidad o de forma 
proporcional como base integrante del monto pensional. En segundo término, identificó la necesidad 
de referirse al ingreso base de liquidación (IBL) y si tal concepto debía incluirse o no dentro de los 
parámetros aplicables al reconocimiento de las pensiones regidas por normas anteriores a la Ley 
100 de 1993 en virtud del régimen de transición. En tercer y último lugar, debió establecer si el 
régimen de transición pensional permitía la aplicación del concepto de monto pensional del régimen 
especial anterior con la inclusión de la totalidad de los factores salariales devengados en el último 
año de servicios. 
 
Examinadas estas aproximaciones en contraste con la jurisprudencia constitucional elaborada en la 
materia, la Sala Plena consideró en términos generales que, de conformidad con lo decidido en las 
Sentencias C-168 de 1995 y C-258 de 2013, a los beneficiarios del régimen de transición se les debe 
aplicar el ingreso base de liquidación (IBL) establecido en el artículo 21 y el inciso 3º del artículo 36 
de la Ley 100 de 1993, es decir, el que corresponde al promedio de los salarios o rentas sobre los 
cuales ha cotizado el afiliado durante los diez años anteriores al reconocimiento pensional, debido a 
que es la interpretación normativa que mejor se ajusta a los principios constitucionales de equidad, 
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eficiencia y solidaridad del artículo 48 Superior, a la cláusula de Estado Social de Derecho, y que 
evita los posibles casos de evasión y fraude al sistema. En ese contexto, resaltó que la liquidación 
de pensiones de regímenes especiales no puede incluir todos los factores salariales, en tanto solo 
deben incorporarse aquellos que sean directamente remunerativos del servicio sobre los cuales los 
beneficiarios hayan realizado los correspondientes aportes. Interpretación que, según pudo 
constatarse, ha sido reafirmada por la propia Corte Constitucional en las providencias T-078 de 2014, 
A-326 de 2014, SU-230 de 2015, T-060 de 2016, SU-427 de 2016 y SU-210 de 2017, en las que se 
ha dejado en claro que el modo de promediar la base de liquidación no puede ser la estipulada en 
la legislación anterior, en razón a que el régimen de transición solo comprende los conceptos de 
edad, monto y semanas de cotización y excluye el ingreso base de liquidación. 
 
De manera pues que, con base en tales reglas, concluyó que la autoridad judicial accionada, por 
medio de las providencias objeto de reproche, había incurrido en un defecto sustantivo y en 
vulneración directa de la Constitución, no solo por cuanto la bonificación especial o quinquenio debía 
calcularse proporcionalmente para efectos de determinar la base de liquidación pensional 
(expedientes T-3358903 y T-3364917), sino porque el ingreso base de liquidación no podía ser 
incluido junto con la edad, el tiempo de servicios cotizados ni la tasa de reemplazo, como parte de 
los beneficios ofrecidos por el régimen especial aplicable (T-3358979), así como tampoco podía 
entenderse que los conceptos monto pensional o tasa de reemplazo fuesen equivalentes al ingreso 
base de liquidación, pues éste último corresponde a los salarios devengados por el trabajador o a la 
base sobre la cual ha efectuado sus aportes al sistema, además de que el periodo por liquidar es el 
tiempo faltante al afiliado para adquirir el derecho, esto es, el transcurrido entre la fecha de vigencia 
de la Ley 100 de 1993 y la fecha en que se adquirió el derecho a la pensión, o el promedio de los 10 
años anteriores a la fecha de su adquisición, actualizado anualmente con el índice de precios al 
consumidor certificado por el DANE (expediente T-3364831). 
 
Es claro entonces que la interpretación correcta que debe dársele al art. 36 de la Ley 100 de 1993 
es la planteada por la Corte Constitucional en el sentido que al ordenarse la liquidación con el 75% 
de todo lo devengado en el último año de servicios se incurre en un defecto sustantivo y en 
vulneración directa de la Constitución, porque el ingreso base de liquidación no podía ser incluido 
junto con la edad, el tiempo de servicios cotizados ni la tasa de reemplazo, como parte de los 
beneficios ofrecidos por el régimen especial aplicable (T-3358979), así como tampoco podía 
entenderse que los conceptos monto pensional o tasa de reemplazo fuesen equivalentes al ingreso 
base de liquidación, pues éste último corresponde a los salarios devengados por el trabajador o a la 
base sobre la cual ha efectuado sus aportes al sistema, además de que el periodo por liquidar es el 
tiempo faltante al afiliado para adquirir el derecho, esto es, el transcurrido entre la fecha de vigencia 
de la Ley 100 de 1993 y la fecha en que se adquirió el derecho a la pensión, o el promedio de los 10 
años anteriores a la fecha de su adquisición, actualizado anualmente con el índice de precios al 
consumidor certificado por el DANE (expediente T-3364831). 
 
Teniendo en cuenta los argumentos jurídicos anteriormente expuestos las prestaciones reconocidas 
a la fecha solo pueden ser reliquidada con el promedio de lo devengado durante los últimos 10 años 
y los factores salariales establecidos en el decreto 1158 de 1994.  
 
Los cuales se encuentra taxativamente señalados en la norma de la siguiente forma:  
 
“(...) El salario mensual base para calcular las cotizaciones al Sistema General de Pensiones de los 
servidores públicos incorporados al mismo, estará constituido por los siguientes factores: 
a) La asignación básica mensual 
b) Los gastos de representación 
c) La prima técnica, cuando sea factor de salario 
d) Las primas de antigüedad, ascensional y de capacitación cuando sean factor de salario. 
e) La remuneración por trabajo dominical o festivo 
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f) La remuneración por trabajo suplementario o de horas extras, o realizado en jornada 
nocturna 
g) La bonificación por servicios prestados (...)”. 

 
Al respecto al no observarse dentro del expediente que el demandante haya acreditado los factores 
salariales señalados en el decreto anteriormente en mención no resulta procedente su reliquidación.  
 
Así las cosas, el IBL tenido en cuenta y los factores incluidos se encuentran acorde a la línea 
jurisprudencial de unificación, encontrándose ajustada a derecho. 
 
EXCEPCIONES PROPUESTAS CONTRA LAS PRETENSIONES DEL DEMANDANTE 
 
EXCEPCIONES DE MERITO 

 
PRESCRIPCION. 

 
Solicitó al Juzgado, en caso de acceder a las pretensiones de la demanda, declarar la prescripción 
de las mesadas o diferencias de las mensualidades causadas con tres (3) años de anterioridad a 
la fecha de radicación de la reclamación administrativa, tal como lo establece el artículo 102 del 
Decreto 1848 de 1969 si se llegan a demostrar dichos presupuestos.  
 

COBRO DE LO NO DEBIDO 
 

La presente excepción está llamada a prosperar teniendo en cuenta los argumentos expuestos en 
todo el contenido de la demanda, y en especial en lo que tiene que ver con el hecho de que es 
improcedente una nueva reliquidación de la pensión de vejez como lo solicita la parte demandante 
aplicando el 75% de la asignación más alta devengada durante el ultimo año de servicio, pues de 
llegarse a efectuar habría que aplicarse las reglas establecidas en el inciso 3 del artículo 36 de la ley 
100 de 1993, atendiendo lo establecido en la circular No. 16 de 2015 emitida por la vicepresidencia 
jurídica y secretaria general de colpensiones, la sentencia SU 230 de 2015 y la Sentencia SU del 28 
de agosto de 2018. 
 
En la determinación de cuáles son los factores salariales con los cuales se aporta no interviene la 
voluntad mi representada, pues dicha decisión es tomada en forma autónoma por una entidad de 
derecho público el cual tiene autonomía administrativa y patrimonio propio.   
 
Por economía procesal y para no mencionar los argumentos antes expuestos, solicito al señor juez 
tenga en cuenta como fundamento de la presente excepción los argumentos expuestos en el acápite 
de razones de la defensa. 
 
 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN 
 
La presente excepción está llamada a prosperar teniendo en cuenta los argumentos expuestos en 
todo el contenido de la demanda, y en especial en lo que tiene que ver con el hecho de que el El 
artículo 7 del decreto 929 de 1976 señaló: ”Los funcionarios y empleados de la Contraloría General 
tendrán derecho, al llegar a los 55 años de edad, si son hombres y de 50 si son mujeres, y cumplir 20 años 
de servicio continuo o discontinuo, anteriores o posteriores a la vigencia de este Decreto, de los cuales por 
lo menos diez lo hayan sido exclusivamente a la Contraloría General de la República a una pensión ordinaria 
vitalicia de jubilación equivalente al 75% del promedio de los salarios devengados durante el último 
semestre.” 
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Ahora revisada la historia laboral del demandante laboró para la Contraloría General de la Nación 
desde el 15 de mayo de 1978 hasta el 30 de septiembre de 1993 acreditando un total de 5536 días 
laborados.   
 
Del articulo anteriormente en mención se infiere, sin lugar a dudas, que el régimen especial allí 
contenido se aplica a los empleados que cumplan 20 años de servicios del estado, situación que en 
este caso no se presenta por cuanto solo laboró al servicio del estado 15 años de servicios, por tal 
razón el reconocimiento de la prestación efectuado por la sentencia proferida por el JUZGADO 
TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE VALLEDUPAR el 28 de noviembre de 2011 que ordenó 
el reconocimiento de la pensión de jubilación por aportes se encuentra ajustada a derecho 
 
Así las cosas, las consideraciones expuestas por la Administradora Colombiana de Pensiones -
Colpensiones para el reconocimiento de la pensión de vejez de la demandante, se encuentra acorde 
a la constitución y a la ley.  

 
Por economía procesal y para no mencionar los argumentos antes expuestos, solicito al señor juez 
tenga en cuenta como fundamento de la presente excepción los argumentos expuestos en el acápite 
de razones de la defensa. 
 
Por tal motivo la presente excepción esta llamada a prosperar.   

 
BUENA FE 

 
El principio de la buena fe es también principio del derecho laboral, ha sido incluido en el Código 
Sustantivo del Trabajo, artículo 55 y aparece en la jurisprudencia laboral desde la época del Tribunal 
Supremo del Trabajo: 
 

"El principio de la buena fe, que no es nuevo, sino que data de las mejores tradiciones romanas, debe presidir 

la ejecución de los contratos, incluido el de trabajo". Sentencia ésta proferida el 9 de febrero de 1949 y que 
llega hasta analizar no solo la buena fe sino la mala fe, en los siguientes términos:” 
 
"La mala fe –ha dicho la Corte Suprema de Justicia- debe ser la deducción acertada hecha sobre la plena 
comprobación de hechos precisos de naturaleza incompatible con la bona  fide, como lo sería, en tratándose 
de la buena fe contractual, la demostración evidente de una visible ventaja pecuniaria en una negociación 
celebrada con un incapaz, que mostrara un aprovechamiento inhonesto del estado de inferioridad en que 
ocurrió una de las partes a su  celebración, es decir, la prueba de que se abusó de un estado de debilidad 
para obtener un  indebido e injusto provecho, apreciable en el desequilibrio de los valores. Sin olvidar 
tampoco que la calificación de la fe jurídica, el rigor con que se exige o es exigible buena fe en los negocios 
de hecho, conformada probatoriamente y adoptada en las situaciones de cada caso” 

 
Según lo anterior, la buena fe en la labor misional de COLPENSIONES surge precisamente de la 
estricta aplicación de la Constitución, la Ley y el precedente jurisprudencial que permite conceder o 
negar prestaciones ajustadas a derecho, por lo cual, existiendo la presunción de legalidad del acto 
que garantiza seguridad jurídica en la decisión prestacional, tal circunstancia permite revestir 
además bajo la égida de la buena fe el reconocimiento o negación pensional por lo que es de carga 
exclusiva del demandante controvertir tanto la presunción legal del acto como la buena fe en la 
decisión. 
 

“Es importante resaltar que por estar probado en razones objetivas y de Derecho atendibles, mi representado 
obró bajo el pleno convencimiento de conceder (negar) la pensión conforme a la Ley, teniendo en cuenta los 
aspectos fácticos y jurídicos aplicable para la situación particular del demandante.” 

 
Pues la entidad que represento ha actuado conforme a la normatividad aplicable al caso.  
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DECLARATORIA DE OTRAS EXCEPCIONES 
INNOMINADA O GENÉRICA 

 
Como tal propongo cualquier medio exceptivo que se pruebe durante el curso del proceso.  

 

NORMAS JURÍDICAS Y JURISPRUDENCIA QUE SUSTENTA LA DEFENSA 

 
Constitución Política.  
Ley 1437 de 2011 
Ley 100 de 1993 
Ley 33 de 1985 
Ley 62 de 1985 
Decreto 1158 de 1994 
Sentencia C 258 de 2013 
Sentencia SU 427 del 11 de agosto de 2016. 
Sentencia SU 230 de 2015 
Sentencia SU 28 de 2018 
 

PRUEBAS 
 
Solicito que se tengan en cuenta como pruebas las debidamente aportadas al proceso y que cumplan 
con los requisitos de forma y fondo tales como:  
 
PRUEBAS DOCUMENTALES: Me permito aportar: 
 

1. Historia laboral. 
2. Expediente administrativo.  

 

ANEXOS 
 

 Escritura publica 
 Sustitución de poder  

 
NOTIFICACIONES 

 
El demandante en la dirección enunciada en el acápite de la demanda. 
 
La Administradora Colombiana de pensiones COLPENSIONES recibe Notificaciones en Bogotá 
Carrera 10 No. 72 - 33 Torre B Piso 11 y en correo electrónico 
notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co. 
 
El suscrito las recibirá en la secretaria de su despacho Calle 39 # 43 -123 Edificio Las Flores, piso 
11 oficina J20 de la ciudad de Barranquilla – Atlántico y en el correo electrónico 
Solucionescolpensiones@gmail.com y Eduardomblanchar@gmail.com  
  
 
Del señor Juez, atentamente, 
 

mailto:Solucionescolpensiones@gmail.com
mailto:Eduardomblanchar@gmail.com
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EDUARDO MOISES BLANCHAR DAZA 
C.C. No. 1.065.659.633 de Valledupar 
T.P. No. 266.994 del C. S de la J. 
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Señores 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CESAR 

Mg. José Antonio Aponte Olivella 

E. S. D. 

 

REF: ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: ALVARO RAFAEL RAMIREZ GUERRA 

DEMANDADA: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES 

RADICACIÓN: 2019-00450 

 

 
 
ASUNTO: SUSTITUCIÓN 
 
 
Quien suscribe,  CARLOS RAFAEL PLATA MENDOZA, abogado en ejercicio, identificado con la 

cédula de ciudadanía No. 84.104.546 de San Juan del Cesar y portador de la tarjeta profesional N° 

107.775 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de apoderado de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, a usted comedidamente 

manifiesto que SUSTITUYO el poder que se me ha  conferido con las mismas facultades otorgadas, 

en la Doctor(a) EDUARDO MOISES BLANCHAR DAZA, quien es mayor y vecino de esta ciudad, 

identificado como aparece como aparece al pie de su firma; el cual tendrá iguales facultades a las mi 

conferidas y en señal de aceptación suscribe conmigo el presente escrito. 

El apoderado general o el apoderado especial podrán actuar en forma separada o conjunta y lo harán 

en representación de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES y 

con las mismas facultades. 

 

Con comedimiento, 

 

 

 

 
CARLOS RAFAEL PLATA MENDOZA 
C. de C. N° 84.104.546 de San Juan del cesar 
T.P N° 107.775 C.S.J. 

 

 

 

EDUARDO MOISES BLANCHAR DAZA 

C.C. 1.065.659.633 de Valledupar 

T.P. N° 266.994 C.S. de la J.  







































Secretaria Tribunal Administrativo - Seccional Valledupar

De: CARLOS RAFAEL PLATA MENDOZA <platamendoza@hotmail.com>
Enviado el: viernes, 18 de junio de 2021 9:38 a. m.
Para: Secretaria Tribunal Administrativo - Seccional Valledupar; Eduardo Blanchar
CC: luisfuentes976@hotmail.com
Asunto: 2019-00450, CONTESTACION DE DEMANDA, ALVARO RAFAEL RAMIREZ GUERRA - 

COLPENSIONES
Datos adjuntos: CC-5087618 (1).rar; ESCRITURA SOLUCIONES.pdf; CONTESTACION ALVARO RAFAEL 

RAMIREZ.pdf; SUSTITUCION ALVARO RAFAEL RAMIREZ.pdf

Buenos días,   
 
Se remite contestación de demanda, escritura pública, sustitución de poder, historia laboral y expediente 
administrativo.  
 
 
CARLOS RAFAEL PLATA 
SOLUCIONES JURIDICAS DE LA COSTA  
TEL. 3126979151 

De: Eduardo Blanchar <eduardomblanchar@gmail.com> 
Enviado: viernes, 18 de junio de 2021 9:32 a. m. 
Para: sectriadm@cendoj.ramajudicial.gov.co <sectriadm@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Cc: luisfuentes976@hotmail.com <luisfuentes976@hotmail.com>; CARLOS RAFAEL PLATA MENDOZA 
<Platamendoza@hotmail.com> 
Asunto: 2019-00450, CONTESTACION DE DEMANDA, ALVARO RAFAEL RAMIREZ GUERRA - COLPENSIONES  
  
Buenos dias,  
 
Se remite contestación de demanda, escritura pública, sustitución de poder, historia laboral y expediente 
administrativo.  
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